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La quiebra de Enron (http://www.enron.com/corp/) y sus más que probables causas han
desencadenado una innegable crisis en los sistemas corporativos y regulatorios del buen
gobierno de las sociedades cotizadas en los EE.UU. La Sarbanes-Oxley Act of 2002 es la
primera respuesta legislativa a esta crisis. Seguirán otras, pero InDret ha creído oportuno
destacar en este número la primera respuesta legislativa a la situación creada por la quiebra
de Enron y otras compañías.

La Ley crea un organismo de supervisión de la contabilidad de las compañías cotizadas
(Public Company Accounting Oversight Board, Título I) que, dotado de un estatuto orgánico
específico, estará compuesto por 5 miembros, personas de reconocido prestigio, integridad
y reputación y expertas conocedoras de la actividad de auditoría.

Las funciones principales del nuevo organismo serán establecer los estándares que habrán
de reunir los informes de auditoría -en realidad, el problema principal que planteó el caso
ENRON, desencadenante inmediato de la Ley, fue el de los estándares contables, es decir,
de las reglas que determinan cómo deben las compañías establecer su contabilidad- así
como inspeccionar y, en su caso, incoar los correspondientes expedientes disciplinarios.
Todas las compañías auditoras deberán registrase ante el Consejo de Supervisión, cuyas
reglas deberán ser aprobadas por la Securities and Exchange Commission (SEC).

La Ley regula asimismo -con indudable timidez- la independencia del auditor (Título II) y,
aunque prohíbe que los auditores presten  servicios relacionados con la contabilidad de la
compañía auditada a esta misma o que diseñen o implementen para ella sistemas de
información financiera, les permite prestar servicios legales no relacionados con la
actividad de auditoría (art. 201) y exige autorización del comité de contabilidad de la firma
auditada para la prestación de servicios no contables, particularmente, los de
asesoramiento fiscal. Es cuando menos dudoso que las limitaciones establecidas por la Ley
vayan a ser el punto de llegada del estatuto y límites de la función auditora.

Respondiendo a una exigencia largamente expuesta desde muchos sectores próximos a la
reforma del Corporate Governance y de la actividad auditora, la Ley establece la rotación
obligatoria, cada cinco años, de auditores al tiempo que les obliga a mantener informados a
los comités de contabilidad sobre todos los aspectos críticos de la política contable de la
firma, así como de todas aquellas que, decididas por sus administradores, se aparten de los
principios contables generalmente aceptados.

El Título III refuerza la exigencia de responsabilidad corporativa de los comités de
contabilidad y, más generalmente, de los administradores de las compañías. El IV y V
introducen importantes modificaciones en la regulación de la SEC y tratan de atajar los
problemas que la información de los estados financieros no incluida en los balances de las
compañías auditadas (“Of balance sheets”) ha dado lugar en el pasado, intentan reforzar los
requisitos de independencia y honestidad de los gestores de las compañías, en particular,
de los responsables de su dirección financiera y contable, y regulan con cierto detalle los
conflictos de intereses.

http://www.enron.com/corp/
http://news.findlaw.com/hdocs/docs/gwbush/sarbanesoxley072302.pdf
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La Ley introduce, por fin, nuevos tipos penales de infracciones económicas al tiempo que
agrava las sanciones penales asociadas a la comisión de delitos económicos relacionados
con las actividades que constituyen su objeto (Títulos IX y siguientes).

La Ley Sarbanes-Oxley constituye un primer paso en la buena dirección de la reforma del
buen gobierno de las compañías cotizadas y de la actividad auditora, pero hoy por hoy
sería prematuro esperar cambios radicales en los temas de fondo: la renovación efectiva de
los estándares contables y la regulación eficaz de la actividad auditora, así como su
diferenciación de todas aquellas con las que puede entrar en claro conflicto de intereses o
en competencia desleal.
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